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INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA  LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA LEY DE LA COMISIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA LEY DE LA COMISIÓN COAHUILENSE DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE MÉDICO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA, EL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ Y EL COMISIONADO PRESIDENTE DEL INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, JESÚS HOMERO FLORES MIER. 
Los que suscriben, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza y Comisionado Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en ejercicio de las facultades que confieren los artículos 7 fracción VII, 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; 152 fracción II y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y 207 fracción II, numeral 8 y 212 fracción I de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley de la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, el Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, ha sido reconocida con el primer lugar nacional de acuerdo al Índice del Derecho de Acceso a la Información Pública en México, sin embargo como todo indicador, evoluciona y se actualiza de acuerdo a las necesidades de la sociedad. La evolución, es producto del desarrollo de mejores prácticas y de la exigencia de las personas para hacerse llegar de información de utilidad que les permita obtener un mejor nivel de vida.

La ley de transparencia se actualiza, bajo la premisa de llevar a cabo una mejora sustancial en base a la información que las personas requieren, y es por ello, que se propone esta reforma con el objeto de adicionar información que los sujetos obligados deben de difundir de oficio, principalmente el Poder Ejecutivo del Estado a través de sus dependencias, de acuerdo a lo que se ha identificado que las personas han requerido mediante diversos medios como solicitudes de 
información, o bien, a través de grupos de la sociedad civil organizada que exigen se tenga cierta información a la mano para la toma de decisiones.

Además de lo anterior, se identificaron áreas de mejora en la publicidad de la información en relación con la reserva de la misma. El derecho a la información, permite se reserve información en ciertos supuestos acreditando la prueba del daño, sin embargo, es una necesidad al momento de interpretar cada caso en concreto, que la ley contenga supuestos muy puntuales, es por esto que de la práctica se identificaron áreas de mejora.

Cada una de las modificaciones y adiciones que se proponen en la presente reforma, como se señaló, es con la intención de mejorar y establecer condiciones de igualdad y equidad que permitan atraer inversión, aumentar la confianza en las instituciones en materia de seguridad pública y desarrollo social y económico, y en general, elevar el nivel de vida de las personas. Por ello, en la presente reforma se propone ser muy preciso en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a que todas las personas que realizan actos de autoridad son sujetos obligados de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, estableciendo por principio de seguridad y certeza jurídica una definición clara de quienes pudieran, en su caso, ser personas que realizan actos de autoridad.

Una de las precisiones legales de la presente iniciativa, es que las páginas web que se encuentren en construcción o reconstrucción para cambiar su diseño, difundan la información básica de la Unidad de Transparencia con la intención de que se mantenga el acceso a la información. Todo sujeto obligado, tiene el deber de dar mantenimiento a sus páginas web con diseños accesibles a las personas, con las mejores condiciones que estime bajo los principios esenciales de la transparencia, pero no existía una norma clara que indicara cómo mantener estos principios trabajando a la par de las mejoras que se pueden realizar a una página web. Trabajar en la mejora de dichas páginas, no puede ser motivo por el cual los sujetos obligados dejen de difundir su información, y como la ley ya prevé que las Unidades de Transparencia deben de contar con la información de oficio para su difusión, se deberá de establecer un medio de comunicación y contacto sencillo y rápido para entregar la información al momento de que se solicite, sin que tenga la necesidad de esperar el trámite de conseguirla en las áreas competentes.

Con esta misma idea de simplificar y aumentar la continua comunicación entre la sociedad y los sujetos obligados, es de notar que muchas veces investigadores o estudiantes requieren información de un mismo rubro, y mes con mes, solicitan su actualización, principalmente para fines académicos, sin embargo pueden ser diversos los factores por los que se pida la información con sus actualizaciones, o bien, muchas las variantes de personas que por razones que no se pueden establecer, requieren de mantenimiento de estadísticas. Por ello, se propone establecer un mecanismo de comunicación que permita tener una dinámica de flujo de información con las personas que así lo decidan, ordenando que todos los sujetos obligados cuenten con un apartado de registro de correos electrónicos de las personas que así lo quieran, que les permita recibir información de interés que envíe el sujeto obligado periódicamente.

En importante destacar que el presente proyecto contiene adiciones en los artículos relativos a la Información Pública de Oficio, en su mayoría en las fracciones o incisos relativos a las dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, no obstante, también se incluye una obligación que resulta general para todos los sujetos obligados dentro del artículo 21, referente a los mecanismos y los resultados de las evaluaciones o investigaciones que midan el impacto ambiental, social, demográfico o económico que se realizan regularmente para el correcto funcionamiento de los programas gubernamentales. La idea central de esta fracción, es conocer el impacto que podría tener un programa de acuerdo a su diseño y poder compararlo con su resultado, información que todos los sujetos obligados ya deben de difundir. Por lo tanto, permite conocer el rendimiento real de los programas, puesto que los indicadores tendrán un derrotero inicial de acuerdo a su planeación. Este punto en particular, impulsa la rendición de cuentas como eje rector de los compromisos públicos que Coahuila tiene con sus ciudadanos.

Como ya se mencionó en el párrafo anterior, es el Poder Ejecutivo del Estado por conducto de sus dependencias, a quienes más obligaciones se les adiciona en la presente iniciativa, en concreto, a través de la Procuraduría General de Justicia del Estado, la Secretaría de Medio Ambiente, la Secretaría de Infraestructura y el propio Despacho del Gobernador por conducto de la Secretaría Técnica y de Planeación.

Para la Procuraduría General de Justicia del Estado, se han adicionado 3 incisos a la fracción VII del artículo 25. El primero de ellos, una obligación estadística que permita cruzar información y analizar con mayor claridad el impacto del trabajo que se realiza en dicha dependencia. En la legislación vigente, ya se obliga a la dependencia a difundir el número de averiguaciones previas o carpetas de investigación, y aquellos casos que son consignados ante los juzgados penales. En esta iniciativa, se adiciona un inciso que relaciona las carpetas de investigación o averiguaciones previas, con aquéllas en las que se ejerció acción penal y el resultado de los juicios, lo que permitirá a cualquier persona que lo desee dar seguimiento puntual a los expedientes de la procuraduría, impulsando la rendición de cuentas en materia de seguridad pública. El simple hecho de que una dependencia como la Procuraduría General de Justicia del Estado permita que se dé seguimiento a su trabajo, impulsa el desarrollo económico y social de la región, abre las puertas a la contraloría social y promueve la participación de las personas con sus autoridades.

El segundo de los incisos que se adiciona a la Procuraduría General de Justicia del Estado, es referente a los índices delictivos en Coahuila, divididos por municipio, región y delegación. Esto no sólo permite brindar seguridad a los inversionistas o habitantes de los municipios que componen la entidad, sino que permite diseñar estrategias focalizadas con el apoyo de todas las personas, en lo individual a través de las denuncias, o bien, por conducto de la sociedad civil organizada, aumentando la confianza en la ciudadanía. El tercer inciso posee el mismo objetivo, ordena se publiquen las estadísticas de los delitos cometidos por razones de género, creando conciencia también del impulso ciudadano que debemos dar a los principios de justicia, igualdad y equidad, respetando siempre los derechos humanos y concientizando a la población para tener una mejor sociedad.

Otra de las obligaciones que se adiciona para el Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Medio Ambiente, es la de difundir las amenazas a la flora y fauna de la entidad y sus consecuencias. Además de permitir identificarlas y apoyar los programas gubernamentales de salvaguarda al medio ambiente, crea un entorno propicio para identificar acciones en las que podamos trabajar todas las personas. Si conocemos las amenazas y las consecuencias, podemos actuar en la prevención de daños mayores, impulsando a su vez, el cuidado del medio ambiente y asegurando con esto, un mejor futuro para Coahuila.

Como se puede observar, la información que se adiciona a las obligaciones relativas a la Información Pública de Oficio, poseen una cualidad común, son de un valor útil para el desarrollo social y económico de la entidad. Es por ello, y bajo la comprensión de que uno de los factores que más detonan el crecimiento mediante inversión directa y generación de empleos, es el desarrollo de infraestructura carretera y de caminos, por lo que la presente iniciativa prevé que se debe de difundir un mapa carretero y de caminos ejidales oficial que dibuje todo el entramado carretero y de caminos que existe en Coahuila, un Estado con gran desarrollo en el rubro. Al establecer para la Secretaría de Infraestructura, la obligación antes mencionada, será posible a cualquier persona identificar el desarrollo que la entidad tiene al respecto y utilizar dicho mapa para trazar rutas seguras y tiempos estimados, hecho que no sólo impulsa la inversión de empresas, sino el paso y arribo de turistas que con seguridad puede planificar su ruta con anticipación.

Aunado a este mapa que identifica las carreteras y caminos ejidales en Coahuila, se ha incluido a las obligaciones de Información Pública de Oficio aquélla que determina la densidad poblacional de los municipios. Esto simplifica la evaluación de empresas que desean invertir en la entidad, y sobre todo, valorar el crecimiento poblacional en relación con el desarrollo de infraestructura y social que la región ha tenido. Esta información se propone en complemento con la adición de una fracción que se incorpora como obligación para todos los municipios, que es la de difundir un mapa de las vialidades existentes y las que se encuentran proyectadas dentro de los planes de desarrollo municipales.

Si conjugamos estos últimos puntos, podremos conocer en conjunto todo el sistema de comunicación terrestre del Estado y sus municipios, permitiendo la atracción de inversiones, el desarrollo de nuevas fuentes de trabajo, el establecimiento de casas habitación y negocios particulares de acuerdo a los planes existentes. Con esta información, se pretende desarrollar el nivel de vida de las personas a través de la planificación, el orden y la continuidad de programas de crecimiento urbano.

Con este mismo objetivo e ideal, la presente iniciativa considera la inclusión de nuevos sujetos obligados indirectos: los concesionarios del transporte público. La información que se propone que difundan los concesionarios del transporte público, es aquélla que requieren todas las personas que las utilizan, ya sea día con día o de manera esporádica, siendo ésta las rutas que se cubren, sus costos, quienes conducen las unidades, los teléfonos o medio de presentar sugerencia o quejas, las facilidades que prestan a personas con discapacidad, entre otras. 
De igual forma, debemos comprender que el transporte público es esencial para el desarrollo de una población, es parte del quehacer cotidiano de una sociedad, siendo el medio que permite a muchos llegar a sus centros de trabajo, a las escuelas o a los lugares de esparcimiento, por tal motivo, la información que proporcionen es de máximo interés público.

El otro gran rubro de la presente iniciativa de reforma, es la precisión legal que se pretende dar a la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, respecto de la clasificación de la información como reservada. Recordemos que por naturaleza la información es pública o confidencial, y sólo la pública puede, en ciertos supuestos ser reservada. En la redacción de estos supuestos legales debe de prevalecer la sencillez, la precisión y la claridad, por ello, se deroga el artículo 59 y se concentran en un solo artículo los supuestos de reserva, dejando sólo aquéllos que son precisos.

Además de integrar todos los supuestos de reserva a un solo artículo por practicidad, se mejora la redacción al determinar que los sujetos obligados “podrán” clasificar la información y no como se establece actualmente que “será” clasificada, sin limitar la publicidad a la excepción jurídica, permitiendo la publicidad de información que a pesar de encuadrarse en dichos supuestos, sea de mayor beneficio su publicidad. Con lo anterior, se permite la valoración a los sujetos obligados, de liberar información que se sujeta a los supuestos de reserva, pero su publicación es de mayor beneficio social.

Otro aspecto importante es que se disminuyen de doce supuestos a nueve, dejando sólo aquéllos que son precisos en su identificación y determinando el momento procesal en el que dejarán de poder ser reservados, como el caso de las averiguaciones previas, las carpetas de investigación o los procedimientos de mediación, los cuales sólo podrán ser reservados mientras se encuentran en etapa de substanciación, y una vez que quede firme la decisión final, deberán de perder la reserva y difundir la información en términos de ley.

Asimismo, como la clasificación de reserva tiene que ser muy precisa, también debe serlo la información confidencial. En esta clasificación, se ubica la relacionada con el secreto bancario y fiduciario, misma que por diversas normas se encuentra protegida por prevalecer el derecho humano a la protección de los datos personales, sin embargo, en busca de la claridad y la precisión, se adiciona un segundo párrafo a la fracción II del artículo 68 en el que se establece muy puntualmente que cuando se trate de sujetos obligados que participen como fideicomitentes, fideicomisarios o fiduciarios, no podrán alegar el secreto bancario o fiduciario, toda vez que la lógica de protección de datos personales, no aplica para instituciones públicas como lo son los sujetos obligados, y por el contrario, la defensa de los derechos humanos implica la publicidad de la información y no su confidencialidad.

Otras modificaciones y adiciones que contiene la presente iniciativa de ley, refieren a funciones técnicas del órgano garante en la entidad, las cuales persiguen mejorar el desempeño del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública (ICAI), que dentro del estudio de la Métrica Nacional realizada por el Centro de Investigación y Docencia Económicas, fue calificado con la mayor puntuación de entre todos los organismos del país en el apartado de fortalezas institucionales.

Las mejoras que establece la presente iniciativa, son determinaciones que permiten al ICAI desarrollar su trabajo en coordinación con otras autoridades, y establecer mecanismos y puentes de comunicación entre los diversos organismos rectores de las materias con las que intercambia información el Instituto, tal es el caso de la Auditoría Superior del Estado.

En ese contexto, se precisa que es obligación del ICAI promover que la información que se publica en los portales de los sujetos obligados, sea desagregada por género, siendo consecuentes con la línea de mejoras que se proponen en la presente iniciativa.

Aunado a lo anterior, siendo la transparencia y la rendición de cuentas compromisos que han distinguido a nuestra entidad, toda vez que son una herramienta valiosa para promover la honestidad y el buen desempeño de los servidores públicos y robustecer la credibilidad en el quehacer gubernamental.
En ese sentido, el derecho de los ciudadanos a tener conocimientos de lo que hacen los titulares de los órganos del Estado en virtud de su encargo es de gran trascendencia, puesto que es un poderoso incentivo para que la autoridad funcione apegada a la normatividad vigente y a su vez permite legitimar la práctica de la democracia representativa.

La posibilidad de que la sociedad conozca el trabajo que realizan los servidores públicos, se traduce en que sus actividades se desempeñen atendiendo a los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, eficacia, eficiencia y transparencia, pudiendo los ciudadanos contribuir a su evaluación y mejora constante. Asimismo, puede impactar de tal manera que se logre corregir lo erróneo y afianzar los buenos resultados.

De igual modo y a fin de reafirmar el compromiso del Estado en materia de transparencia y rendición de cuentas, con esta iniciativa se propone que los Organismos Públicos Autónomos comparezcan ante el Congreso del Estado para dar mayor certeza y transparencia a las acciones que realizan en favor de los ciudadanos y, de esta manera, se establezca un mecanismo de equilibrio.

Lo anterior, con el propósito de garantizar su imparcialidad, toda vez que si bien estos organismos gozan de autonomía frente a los poderes del Estado, son parte del mismo y sus funciones son de suma importancia, por lo que sus Presidentes deben comparecer y presentar un informe anual de labores ante el Congreso del Estado, así como responder a las preguntas, comentarios y observaciones que les formulen los diputados, integrantes del Poder Legislativo Local.

Por otro lado, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, también es objeto de reforma en la presente iniciativa, con la finalidad de que el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, comparezca ante el Congreso del Estado a rendir informe sobre las actividades desarrolladas por el Poder Judicial del Estado.
Dicho informe se entregará por escrito previamente al Congreso del Estado, para que éste pueda formular preguntas, comentarios y observaciones durante la comparecencia del Presidente.
Igualmente, el Presidente debe de asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual de actividades que rindan el titular del Poder Ejecutivo del Estado y al de los Presidentes de los Organismos Públicos Autónomos. 
En ese contexto, se propone la modificación a la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, la Ley de la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico para el Estado de Coahuila, la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila y la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a efecto de que los Presidentes de los Organismos Públicos Autónomos, comparezcan ante el Congreso del Estado a rendir un informe sobre los trabajos realizados en el periodo respectivo.

El informe mencionado será entregado de forma escrita por los Presidentes de los organismos al Congreso del Estado con anterioridad, a efecto de que los integrantes de éste, lo analicen y puedan formular preguntas, comentarios y observaciones al momento de su comparecencia, a las cuales, se les dará respuesta por parte de los Presidentes de cada uno de los organismos. De igual forma, deben asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual de actividades que rindan los titulares del Poder Ejecutivo y Judicial del Estado.

Asimismo, se modifica el Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para añadir una obligación del Presidente Municipal de cada municipio, con el objeto de que asistan personalmente o por medio de un representante a los informes anuales que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como de los Presidentes de los Organismos Públicos Autónomos, con el propósito de fortalecer la interacción interinstitucional entre los gobiernos estatal, municipal y los Organismos Públicos Autónomos, a fin de garantizar la efectiva coordinación entre éstos y el correcto ejercicio de la administración pública.
Finalmente, se reforma la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza para agregar la facultad del gobernador de asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rinda el titular del Poder Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los Organismos Públicos Autónomos.
Con esta iniciativa, será posible fortalecer una política de rendición de cuentas, la legalidad y el sentido democrático de las responsabilidades públicas, así como reconocer la labor de los titulares de los órganos autónomos.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación la siguiente iniciativa de:

DECRETO

PRIMERO. Se reforma el último párrafo del artículo 6, las fracciones XVI, XX y XXI del artículo 8, las fracciones L y LI del artículo 21, los numerales 4 y 5 de la fracción VII y los numerales 4 y 5 de la fracción X del artículo 25, las fracciones XXII y XXIII del artículo 28, el artículo 58, la fracción II del artículo 68, el artículo 170, el artículo 193, el numeral 4 de la fracción I y los numerales 11 y 12 de la fracción IV del artículo 207 y las fracciones XVI y XVII del artículo 212; se adiciona la fracción XXII al artículo 8, la fracción LII al artículo 21, los numerales 6, 7 y 8 a la fracción VII y el numeral 6 a la fracción X y las fracciones XIV y XV al artículo 25, la fracción XXIV al artículo 28, el artículo 47 Bis, el segundo párrafo al artículo 184, los numerales 13 y 14 a la fracción IV del artículo 207 y la fracción XVIII al artículo 212; se deroga el artículo 59 de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 6. … 
I. a XIII. … 
Quedan incluidos dentro de esta clasificación todos los órganos y dependencias de las fracciones I, II, III y IV del presente artículo, cualquiera que sea su denominación y aquellos que la legislación local les reconozca como de interés público, así como cualquier persona física o moral que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
Artículo 8. ... 
I. a XV. … 
XVI. Contar con una página web con diseño adaptable a dispositivos móviles, que tenga cuando menos un buscador temático y un respaldo con todos los registros electrónico para cualquier persona que lo solicite.
En el supuesto de que la página web se encuentre en construcción, reconstrucción, rediseño, o cualquier causa que no permita el acceso a su información, se deberá de insertar un texto en el que se explique la razón o motivo por el que está fuera de servicio, así como los datos que permitan el contacto con la Unidad de Transparencia, tales como domicilio, teléfono y horario de atención, para acceder a la información.
XVII. a XIX. …
XX. Designar a los titulares de las Unidades de Transparencia, quien dependerá directamente del titular del sujeto obligado;
XXI. Instalar un apartado en su página web para que las personas puedan dar de alta un correo electrónico y recibir información de interés y encuestas de satisfacción; y
XXII. Las demás que determinan esta ley y otras disposiciones aplicables.
Artículo 21. ...

I al XLIX.  ...

L. El proceso catastral de valuación de los predios; 

LI. Los mecanismos y los resultados de la evaluación, investigación o la integración de expedientes que midan el impacto ambiental, social, demográfico o económico que se realicen para el desarrollo de planes o proyectos; y
LII. Cualquier otra información que sea de utilidad o resulte relevante para el conocimiento y evaluación de las funciones responsabilidad del sujeto obligado. 
Artículo 25. ...

I. a VI. ...

VII. 
... 

1. a 3. ...
4. Las estadísticas de personas desaparecidas o no localizadas; 
5. Publicar los lineamientos y criterios para la implementación de los planes de contingencia de disturbios dentro de centros educativos y de salud; 

6. Las estadísticas de las carpetas de investigación o averiguaciones previas iniciadas y su relación con aquellas en las que se ejerció acción penal y el resultado de los juicios; 
7. Los distintos índices delictivos divididos por región en el Estado, Municipio y delegaciones regionales.
8. Las estadísticas de delitos cometidos por razones de género.
VIII. y IX. ...

X.  ...  

1. a 3. ...

4. El Ordenamiento Forestal; 
5. El Padrón Forestal del Estado; y
6. Las amenazas a la flora y fauna del Estado y sus consecuencias.

XI. a XIII. ...
XIV. Por conducto de la Secretaría de Infraestructura, un mapa carretero y de caminos ejidales del Estado.
XV. Por conducto de la Secretaría Técnica y de Planeación, la densidad poblacional por municipio.
Artículo 28. ...

I. a XXI. ...

XXII. 
El atlas municipal de riesgos; 
XXIII. 
El análisis mensual del ejercicio presupuestal de los ingresos y egresos;

XXIV. Un mapa de las vialidades existentes y aquellas que se encuentren planeadas dentro de los planes de desarrollo urbano.
Artículo 47 Bis. Los concesionarios del transporte público estatal y municipal, deberán de difundir lo siguiente:

I. Las tarifas del servicio que se otorga precisando las diferentes tarifas que puedan existir, o en su caso, el mecanismo que se utiliza para calcular el costo del servicio prestado, así como las formas de pago;

II. Los nombres de las personas que conducen los vehículos que se utilizan para el ejercicio de la concesión, así como el tipo de seguridad social que se les ofrece;

III. El número telefónico en el cual se pueden presentar quejas o sugerencias sobre los servicios prestados;

IV. Las rutas que se cubren a través de mapas de la ciudad o ciudades donde se presta el servicio, precisando los números, letras o cualquier otro mecanismo que las identifique y los sitios donde se detiene para recoger pasaje;

V. Los servicios mecánicos que han recibido los vehículos con los que se presta el servicio;

VI. Las facilidades que prestan a las personas con discapacidad;

VII. Los teléfonos para recibir quejas o sugerencias; y

VIII. Los horarios en que se presta el servicio.
Artículo 58. El acceso a la información pública podrá ser restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada. Se clasificará como información reservada:  
I. La que ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; 
II. La que pueda comprometer la materia de seguridad pública del Estado y sus Municipios; 
III. Aquella cuya divulgación pueda causar un serio perjuicio a: 
1. Las actividades de prevención o persecución de los delitos; 
2. La administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones aplicables; y
3. La recaudación de las contribuciones.
IV. La que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada. Se considera que se ha adoptado la decisión definitiva cuando el o los servidores públicos responsables de tomar la resolución resuelvan de manera concluyente una etapa, sea o no susceptible de ejecución; 
V. Los expedientes de averiguaciones previas o las carpetas de investigación. Una vez que se determinó el ejercicio de la acción penal o el no ejercicio de la misma, serán susceptibles de acceso, a través de versiones públicas, en términos de las disposiciones aplicables;
VI. Los acuerdos y procedimientos de mediación, negociación, arbitraje y conciliación hasta en tanto no se tome un acuerdo firme. Una vez que dicho acuerdo quede firme los expedientes serán públicos; y

VII. Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto la sentencia no haya causado ejecutoria. Una vez que dicha resolución cause ejecutoria los expedientes serán públicos.
Artículo 59. SE DEROGA. 
Artículo 68. … 
I. … 
II. La protegida por los secretos comercial, industrial, bancario, fiscal, fiduciario, médico y profesional, cuya titularidad corresponda a particulares o a sujetos obligados, cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.

Los sujetos obligados que se constituyan como fideicomitentes, fideicomisarios o fiduciarios en fideicomisos que involucren recursos públicos, no podrán clasificar la información relativa al ejercicio de recursos públicos como confidencial ostentando dicha clasificación en el secreto bancario o fiduciario
III. …
Artículo 170. Para el trámite de las quejas presentadas que no sean expresamente en contra de las obligaciones emanadas de difundir la información pública de oficio, o bien las obligaciones de transparencia de la Ley General, se estará a un procedimiento de verificación, en términos de lo dispuesto por la presente ley.
Artículo 184. …

El instituto coordinará sus acciones con la Auditoría Superior del Estado, con la entidad especializada en materia de archivos y con el organismo garante nacional, con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas del Estado.
Artículo 193. El instituto, a través de su Comisionado Presidente, comparecerá, a más tardar el quince de diciembre de cada año, a rendir un informe ante el Congreso del Estado sobre los trabajos realizados. 

El informe deberá entregarse previamente por escrito al Congreso del Estado, a efecto de que éste pueda formular preguntas, comentarios y observaciones durante la comparecencia del Comisionado Presidente, quien deberá dar respuesta a las mismas.

Artículo 207. ...
I. ... 

1. a 3. ... 

4. Aprobar el informe anual que deberá rendir el Comisionado Presidente ante el Congreso del Estado; 

5. a 10. ...

II. a III. ...

IV. ...

1. a 10. ... 
11. Garantizar condiciones de accesibilidad para que los grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de circunstancias, su derecho de acceso a la información; 
12. Promover que la Información Pública de Oficio sea desagregada por género; 
13. Coadyuvar en la elaboración, fomento y difusión entre los sujetos obligados de los criterios para la sistematización y conservación de archivos que permitan localizar eficientemente la información pública de acuerdo a la normatividad en la materia; y
14. Ejercer las demás facultades previstas en la Ley General y esta ley, para salvaguardar el acceso a la información pública y la transparencia. 
V. a VIII. ...

Artículo 212. ...

I. a XV. ...

XVI. Otorgar los nombramientos del personal del instituto; 

XVII. Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos; y

XVIII. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables. 

SEGUNDO. Se reforma la fracción XXXVII del artículo 14; se adiciona un segundo párrafo a la fracción X y la fracción XXXVIII del artículo 14, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO  14.- ...

I. a IX.-  ...

X. …

Asimismo, deberá comparecer ante el Congreso del Estado, a rendir el informe sobre las actividades desarrolladas por el Poder Judicial, el cual se entregará previamente por escrito, a efecto de que éste pueda formular preguntas, comentarios y observaciones durante su comparecencia, quien deberá dar respuesta a las mismas.

XI. a XXXVI.- ...

XXXVII.- Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rinda el titular del Ejecutivo del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos.

XXXVIII.- Las  demás que determinen las Leyes y demás disposiciones aplicables.
TERCERO. Se reforma el artículo 35, las fracciones XXX y XXXI del artículo 37, el artículo 41 y el artículo 43; se adiciona la fracción XXXII al artículo 37, de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 35. Para determinar sobre la ratificación o no del Presidente y de los Consejeros, cuando proceda, el Pleno del Congreso o, en su caso, la Diputación Permanente, veinte días naturales anteriores a la fecha en que concluya el período, designará una comisión de diputados a efecto de que, con base en los informes que ante el Congreso hubiere rendido la Comisión, evalúe el ejercicio de su titular y de los Consejeros. 

ARTÍCULO 37. ...

I. a XXIX. ...

XXX. 
Promover las acciones de inconstitucionalidad local, en contra de leyes de carácter estatal, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución del Estado y en los tratados internacionales de los que México sea parte;

XXXI. Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos; y

XXXII. Las demás que le señalen la presente ley, el reglamento u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 41. El Presidente comparecerá anualmente ante el Congreso, a rendir un informe sobre las actividades que haya realizado en el período respectivo dentro de los primeros 15 días del mes de diciembre y, además, lo entregará previamente por escrito tanto al titular del Poder Legislativo, como a los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial. Dicho informe será difundido en la forma más amplia para conocimiento de la sociedad. 

ARTÍCULO 43. Tanto el Congreso, como los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial, podrán formular preguntas, comentarios y observaciones a los informes de la Comisión, pero no estarán facultados para dirigirle instrucciones específicas. 

Las preguntas, comentarios y observaciones del Congreso deberán realizarse durante la comparecencia del Presidente, quien deberá dar respuesta a las mismas.

Los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial pueden adoptar las medidas necesarias o iniciar las investigaciones conducentes que correspondan, a fin de lograr una efectiva protección de los Derechos Humanos en el Estado, derivado de las observaciones o recomendaciones emitidas por la Comisión.

CUARTO. Se reforma el artículo 16, la fracción VI del artículo 73 y la fracción XXII del artículo 89; se adiciona la fracción XXIII al artículo 89, de la Ley de la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 16. 
La Comisión, a través del Comisionado, deberá comparecer, a más tardar el quince de diciembre de cada año, a rendir un informe ante el Congreso del Estado sobre los trabajos realizados, además lo remitirá al Ejecutivo del Estado. 

El informe deberá entregarse previamente por escrito al Congreso del Estado, a efecto de que éste pueda formular preguntas, comentarios y observaciones durante la comparecencia del Comisionado, quien deberá dar respuesta a las mismas.

Rendido el informe ante el Congreso del Estado, lo remitirá al Periódico Oficial del Gobierno del Estado para su publicación.

ARTÍCULO 73. 

...

I. a V. ...

VI. Analizar y aprobar el informe que rendirá el Comisionado anualmente ante el Congreso del Estado; 

VII. a XVI. ...

ARTÍCULO 89. 

...

I. a XXI. ...
XXII. Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos;

XXIII. 
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables. 
QUINTO. Se reforma el artículo 19 y las fracciones XIII y XIV del artículo 45; se adiciona la fracción XV al artículo 45, de la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, para quedar como sigue:

Artículo 19. El Instituto, a través de la o el  Consejero Presidente, comparecerá a rendir  un informe ante el Congreso del Estado sobre los trabajos realizados por el Instituto, a más tardar el quince de diciembre de cada año.

El informe deberá entregarse previamente por escrito al Congreso del Estado, a efecto de que éste pueda formular preguntas, comentarios y observaciones durante la comparecencia de la o el Consejero Presidente, quien deberá dar respuesta a las mismas.

Este informe se ordenará publicar en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Artículo 45. ...

I. a XII. ...

XIII. Nombrar y remover a los servidores públicos que no tengan otro mecanismo de designación, y que estén aprobados en la estructura orgánica del Instituto; 

XIV. Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos, y

XV. Las demás que le confiera esta Ley.
SEXTO. Se adiciona un segundo párrafo a la fracción X del  inciso A del artículo 104, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 104. …

A).

I. a IX. …

X. …

Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rindan los titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos.

XI. a XV. …

B). a G). …

SÉPTIMO. Se reforma la fracción IX y X del inciso B del artículo 9; se adiciona la fracción XI al inciso B del artículo 9, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 9. …
A. …

B. …

I. a VIII. …

IX. Concurrir al Congreso del Estado cuando se discuta un proyecto de ley o decreto que el gobernador presente, a fin de informar respecto a su contenido. Dicha atribución sólo podrá delegarse en quienes ocupen la titularidad de la Consejería Jurídica, las secretarías del ramo, de la Procuraduría General de Justicia o en quienes dirijan entidades paraestatales;

X. Asistir, personalmente o por medio de un representante, al informe anual que rinda el titular del Poder Judicial del Estado, así como a los que rindan los Presidentes de los organismos públicos autónomos, y

XI. Las que con ese carácter le confieran la Constitución federal, la Constitución Política del Estado y las demás disposiciones aplicables.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO. El Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública deberá realizar las adecuaciones que resulten necesarias al Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en un plazo de 60 días naturales, a partir de la entrada en vigor del presente decreto.
CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Dado en la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los veintinueve días del mes de febrero del año dos mil dieciséis.

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ
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